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Uso de Herramientas Digitales para la Celebración de Asambleas Generales No 

Presenciales o Mixta en las Sociedades por Acciones Simplificadas en el Derecho 

Comercial Colombiano. 

Joao Sebastián González Moreno 

Resumen 

El desarrollo del derecho comercial colombiano desde la década de 1990 se enfocó en 

la aplicación de nuevas actividades económicas que facilitaron la adaptación a los sistemas 

económicos internacionales, de esta manera se fomenta el desarrollo tanto normativo como 

empresarial. Con el surgimiento de tipos societarios, diferente a los tradicionales, con 

capacidad jurídica para realizar actividades comerciales más eficientes aumentando el índice 

de eficacia en su ejercicio. En tal sentido la promulgación de la ley 1258 de 2008 dio lugar a la 

creación de la Sociedad por Acciones Simplificada (en adelante S.A.S.), consigo este tipo 

societario planteó la adaptación a tendencias económicas que eran aplicadas a nivel 

internacional, aportando ventajas considerables frente a otros tipos societarios tradicionales. 

Por lo anterior, es  necesario estudiar el marco normativo frente a la disposición en el uso de 

herramientas digitales para la celebración de las asambleas generales no presenciales o mixtas 

como respuesta a las nuevas exigencias del mundo moderno dentro de dinámicas 

empresariales cada vez más competitivas que propone disposiciones  más eficaces para el 

ejercicio y desarrollo de sus actividades comerciales, sin que con ello se pretenda vulnerar 

derechos a los socios y teniendo como prioridad  adaptar el derecho comercial al ritmo de 

tendencia digital actual que maneja el derecho internacional en la actualidad. 
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Abstract 

The development of Colombian Commercial Law since the 1990s focused on the 

application of new economic activities that facilitate adaptation to international economic 

systems, thus promoting both regulatory and business development. With the emergence of 

corporate types with legal capacity to conduct more efficient commercial activities, increasing 

the efficiency index in their exercise. In this sense, the promulgation of Law 1258 of 2008 led to 

the Joint-Stock Company creation. With it this type of company raised the adaptation to 

economic trends that were applied internationally, providing considerable advantages over other 

corporate types. Accordingly, it is necessary to study the regulatory framework regarding the 

provision in the use of digital tools for holding non-person or mixed general assemblies in 

response to new demands of the modern world within increasingly competitive business 

dynamics that propose the most effective provision for the exercise and development of its 

commercial activities without thereby attempting to violate the partners rights. On the contrary, it 

is intended to adapt Commercial Law to the rhythm of the current digital trend that international 

law currently manages. 
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Introducción 

El uso de la tecnología ha marcado una necesidad en la humanidad para facilitar la 

comunicación y transmitir conocimientos, lo anterior facilita las actividades propias de las 

personas en su actuar cotidiano, situación que abre la posibilidad de aplicarlo a las actividades 

empresariales. Ello dio lugar a la implementación del mundo digital en el  ejercicio de 

actividades económicas por la necesidad de resolver eficazmente las dificultades existentes en 

el ámbito empresarial al igual que al jurídico, lo anterior teniendo de presente la eficacia de los 
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medios digitales en el marco de las celebraciones de asambleas de socios en los diferentes 

tipos societarios, en especial en la S.A.S.  

El desarrollo de la economía ha definido estándares cada vez más exigentes para 

sostener el ritmo que plantea el modelo capitalista que impera en la sociedad actual,  

minimizando la destinación de recursos con el fin de obtener un resultado más eficiente de 

cada actividad realizada por parte de los tipos societarios tradicionales  vigentes hoy en día. Así 

los modelos societarios se han adaptado a las dinámicas que marca el mundo digital con el uso 

de dichas herramientas con el fin de aumentar el margen de productividad, la calidad y eficacia 

del manejo de recursos de la explotación de las materias primas, iniciando la asimilación entre 

la industrialización y la digitalización de los grupos societarios.     

Actualmente, la evolución de la economía se dinamiza al ritmo en que los diferentes 

modelos societarios lo hagan, incentivando la aplicación de novedosas estrategias y 

herramientas digitales que permitan definir un desarrollo eficiente en sus actividades, 

repercutiendo en el crecimiento progresivo de los mercados. Aquí toma importancia la 

consolidación de grupos societarios adaptables, que observen como una oportunidad a explotar 

las necesidades mencionadas, propendiendo al mismo tiempo por una legislación mas acorde  

para la aplicación de las herramientas digitales entorno a las actividades comerciales en el 

ámbito societario en Colombia.  

Pro tanto, el surgimiento de las primeras Sociedades por Acciones Simplificadas en 

Colombia representó el desarrollo de la economía a nivel nacional, su instauración en otros 

países impulso esta tendencia en razón a que dicho modelo propone un sistema adaptativo por 

las características propias de su funcionamiento y acción, permitiendo generar garantías a las 

empresas con el fin de sostener el progreso de la economía como base del bienestar de la 

comunidad en general. Así, encontramos en la ejecución de las actividades propias de las 

S.A.S., cuyo origen parte de la integración de individuos con el fin de generar una empresa que 
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haga parte del desarrollo de la economía, de esta forma, el Estado ostenta un papel 

fundamental al momento de regular y estimular estos procesos de crecimiento societario, en 

concordancia con los establecido por el artículo 333 de la Constitución Política. 

El objetivo general de esta investigación es analizar el marco de funcionamiento del uso 

de herramientas digitales en la celebración de asambleas generales de manera no presencial o 

mixta al interior de las Sociedades por Acciones Simplificadas en el Derecho Comercial 

colombiano, conforme a lo anterior, como objetivos específicos me he propuesto: i)Revisar los 

antecedentes relacionados con las Sociedades por Acciones Simplificadas en Colombia ii) 

Identificar el marco normativo para la celebración de Asambleas Generales en las S.A.S; iii) 

Estudiar la viabilidad de la aplicación de herramientas digitales para la celebración de 

Asambleas Generales no presenciales o mixtas según la regulación la normatividad de las 

S.A.S. 

Por lo anterior, el presente artículo busca estudiar el marco normativo de las 

Sociedades por Acciones Simplificadas en Colombia, en relación con la aplicación de las 

herramientas digitales para la celebración de asambleas generales no presenciales o mixtas de 

manera virtual, considerando si la legislación vigente considera los aspectos principales de 

dicha actividad sin que ello represente una vulneración de los derechos de los miembros 

societarios o los parámetros de la S.A.S. establecidos en la ley 1258 de 2008 y el Código de 

Comercio. 

Para (Morgestein, 2010, p.5) “el negocio jurídico societario y la sociedad como persona 

jurídica, son unos instrumentos que la ciencia del derecho le otorga a la economía para la 

eficiente y organizada ejecución de la actividad empresarial” por lo anterior es menester 

analizar la importancia de los avances tecnológicos y del uso de las herramientas digitales que 

contribuyan a la eficacia y eficacia de   las actividades cotidianas de las sociedades 

comerciales traiciónales, en especial de la S.A.S. como ya se dijo, la promulgación de la ley 
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1258 de 2008 dio lugar a la creación de la  S.A.S. y  consigo este tipo societario reorganizó  la 

forma de entender unas sociedad comercial además de poner de presente  tendencias 

económicas que eran aplicadas a nivel internacional, aportando ventajas considerables frente a 

otros tipos societarios tradicionales.  

La importancia de estudiar el uso de herramientas digitales para la celebración de 

asambleas generales no presenciales o mixta en las sociedades por acciones simplificadas en 

el derecho comercial colombiano, radica principalmente en analizar las ventajas y desventajas 

que puede ocasionar e uso de las herramientas digitales en el marco de las actividades y 

obligaciones diarias y cotidianas de la S.A.S. lo anterior, por cuanto la S.A.S, según el rastreo 

bibliográfico,  representa una de la sociedades comerciales mayormente utilizada en la 

ejecución de actividades empresariales y comerciales en el marco  nacional e internacional.   

Metodología 

El presente artículo pretende desarrollar una metodología de análisis documental, al 

igual que un análisis con un enfoque cualitativo normativo. Estudiando lo propuesto por el 

Derecho Comercial colombiano, en particular la normatividad de las Sociedades por Acciones 

Simplificadas, la realización de las asambleas no presenciales y mixtas desde su citación hasta 

su celebración formal, proporcionando un contexto de la regulación misma del tema.  También 

se tendrá estudiarán los pronunciamientos emitidos por entes de control y vigilancia, tales como 

la Superintendencia de Sociedades, donde se haga mención al uso de herramientas digitales 

con el fin de encontrar planteamientos acerca del alcance de la normatividad nacional vigente 

para la celebración de las asambleas no presenciales y mixtas. Con ello se pretende concluir la 

solidez de dicha práctica al interior de la regulación de las Sociedades por Acciones 

Simplificadas en Colombia. 
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Discusión Jurídica y Resultados 
 

Las Sociedades por Acciones Simplificadas en el Derecho Comercial Colombiano 

El origen de las sociedades se puede identificar desde las formas primitivas de 

organización, donde cada miembro de la misma se encargaba de la realización de actividades 

afines a un objetivo común. Ahora bien, según la naturaleza social del ser humano, siempre ha 

tendido a generar asociaciones, las cuales han surgido diferentes tipos o formas de asociarse 

en razón a las necesidades que pretender satisfacer. Para Cascante & Duque (2015), las 

primeras manifestaciones de asociaciones ejercían un estímulo para la evolución de la 

economía y el comercio, en diversos momentos de la historia se transformaron haciéndose más 

complejas para dar cumplimiento a la actividad que realizaran. 

El desarrollo socioeconómico del ser humano trajo consigo la creación de relaciones 

comerciales que obligaron al mismo ha regular y conformar sociedades empresariales que se 

encargaban de realizar actividades apoyados entre los individuos mutuamente con el fin de 

obtener algún beneficio a través de los intercambios o trueques que son el antecedente mismo 

del derecho mercantil. Según Paredes & Meade (2014) lograr definir un concepto del cual se 

identifique el inicio del Derecho Comercial representa hacer alusión a las relaciones 

comerciales entre las personas que se desarrollaban como antecedente de la regulación del 

derecho, de la creación del derecho formal, significó la regulación de las relaciones 

comerciales. 

En este orden de ideas, considerar los antecedentes para consolidar un estudio del 

Derecho Comercial implica el desarrollo mismo de la humanidad como una sociedad compleja 

que interactúa con el fin de crear nuevas formas eficientes para satisfacer las necesidades que 

se manifiestan. Al respecto (Jiménez, 2016, p. 17) establece lo siguiente “El derecho comercial 

hoy en día integra un conjunto normativo que regula las obligaciones y las actuaciones de los 

operadores económicos en el mercado”. 
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Posteriormente, la influencia en el desarrollo de la economía en Latinoamérica tiene sus 

antecedentes desde la aparición en la historia de los procesos de Colonización por parte de los 

países europeos sobre América, con esto se hizo necesario la modificación de los modelos 

comerciales existentes aplicados a los nuevos territorios. Una vez consolidadas las recientes 

naciones formadas del nuevo continente, se puede observar que el mestizaje también tuvo 

lugar en las instituciones políticas y jurídicas como la creación de tipos societarios con 

parámetros tomados de Europa, pero adaptados a las realidades de este continente, dicha 

característica tuvo presencia en el ámbito comercial. Ante esto, (González, 2010) afirma que la 

mayoría de los países latinoamericanos fundamentan sus bases normativas a la de los países 

europeos, donde los modelos han sido propuestos en el siglo XIX, principalmente por Francia y 

España. Por su parte Cascante & Duque (2015) afirman frente a la idea anterior que: 

Las ordenanzas de Bilbao y luego las Nuevas Ordenanzas de Bilbao tuvieron influencia 

determinante en nuestra legislación, pues se mantuvieron vigentes después del grito de 

independencia hasta 1853, cuando se expidió el Código de Comercio, fiel copia del 

Código español de 1829 (p. 18). 

La promulgación del Código de Comercio de 1853, resultaría en la primera legislación 

propia con la que se pretendió estructurar una normatividad sin el mismo fenómeno que el 

plagio al código español, el mayor aporte que se puede reflexionar sería la articulación 

unificada de una norma emanada del país. Al respecto, Aldana (2008) lamenta el retroceso en 

este punto histórico en razón a que “el orden legal que se había propiciado fue desestabilizado 

con el establecimiento del sistema federal, producto de las innumerables guerras civiles, 

primero con la Confederación Granadina (1858) y posteriormente con los Estados Unidos de 

Colombia (1863)” (p.9). 

Con esto, se produjo un fenómeno de fragmentación del derecho comercial ya que las 

constituciones federales proponían que cada estado realizada la promulgación de su código 
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propio, cuyas legislaciones se limitaban a copiar las normativas de otros países, tal es el caso 

del Código Nacional Marítimo de 1870 que fue replica de su homónimo chileno, esta 

fragmentación no vio su final hasta la reunificación nacional establecida por la Constitución de 

1886, procurando por la unificación legislativa, administrativa, así como en otros ámbitos.  

 A partir de la consolidación de la Constitución de 1886, se promulgó un Código de 

Comercio al año siguiente de la misma, que tendría como base las normas francesa y española 

distando de ciertos aspectos que se influenciaron por tendencias modernistas de la época, así 

como diferentes reformas que pretendían actualizar las disposiciones establecidas en la 

regulación original debido a los constantes avances en la economía que exigían adecuar la 

legislación ante los nuevos escenarios planteados en el modelo de la modernidad. 

Con el avance de nuevas tendencias económicas a nivel internacional se hizo necesario 

la promulgación de un nuevo Código de Comercio, el cual en su articulado se estableciera 

dichos parámetros, pretendiendo conformar un marco normativo sólido y adaptativo, pero tras 

diversos intentos frustrados se promulgó el Decreto 410 del 1971, al igual que su antecesor 

esta normatividad procuró ser actual en relación a las exigencias del momento, de igual manera 

terminaría por quedar anticuado como sus anteriores tal como lo manifiesta Aldana (2008). 

En su momento, la entrada en vigencia de la ley 222 de 1995, se puede entender que 

fue la primera norma de derecho comercial que replanteo aspectos de la actividad mercantil 

para dar espacio a un cambio significativo en la evolución jurídica de esta área del derecho, es 

de resaltar que con dicha norma también se incorporó al derecho privado el planteamiento de la 

pluralidad de los miembros de un tipo societario tendría una ligera modificación que sería 

utilizada posteriormente para la consolidación de la Sociedades por acciones simplificadas 

como una alternativa para la conformación individual de un nuevo tipo societario. 

Las Sociedades Comerciales tradicionales en Colombia 
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 La regulación de las sociedades mercantiles en Colombia se rige a partir del Decreto 

410 de 1971, es decir, el Código de Comercio como norma que sirve de guía para el derecho 

mercantil y por medio de la cual se establece formalmente la constitución, acción y ejecución 

de los actos mercantiles, actualmente dicho marco ampara su vigencia en el artículo 38 de la 

Constitución Política de 1991. En este sentido, el Código de Comercio contiene las directrices 

para el ejercicio de los diferentes tipos societarios tales como: de colectiva, de responsabilidad 

limitada, sociedad en comandita simple, sociedad en comandita por acciones y sociedad 

anónima. 

La legislación colombiana distingue entre las clases de sociedades mencionadas a 

través de características para catalogarlas en dos grupos principales tales como: de personas y 

de capital, calculando la capacidad meramente económica que dispone al igual que el alcance 

en la participación de los miembros de la misma (Reyes, 2004). A su vez, para Jiménez (2016), 

quien ha considerado que los tipos de sociedades mercantiles evolucionan a partir de las 

exigencias de la economía a escala internacional con el fin de obtener un margen productivo 

rentable, para ofrecer productos y servicios con mayor efectividad. 

La sociedad por acciones simplificadas es la más reciente dentro del ordenamiento 

jurídico colombiano, fue creado por la ley 1258 de 2008, estructurado con una naturaleza 

comercial mixta que ofrece diversos beneficios, debido a que tiene la característica de ser del 

tipo de capital, además de guardar gran parecido con el modelo de la sociedad anónima sin 

aspectos fundamentales de esta última.  

Para Reyes (2013) los avances en las técnicas mercantiles, así como la revolución 

económica que se desarrolla actualmente hizo necesario que la legislación colombiana 

ofreciera un nuevo modelo societario al margen de dichas exigencias, en este punto surge la 

sociedad por acciones simplificada, la cual se basó en el modelo de las sociedades anónimas, 

a pesar de eso, este modelo no goza de beneficiosos muy específicos, tal como la posibilidad 
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de cotizar en la bolsa de valores, este aspecto está reglamentado por el artículo 4 de la ley 

1258 de 2008, allí se prohíbe la inscripción de las acciones de las S.A.S. en el Registro 

Nacional de Valores y Emisores, un aspecto que las aleja de las sociedades anónimas. 

Marco normativo de las Sociedades por Acciones Simplificadas 

 Los procesos de modernización de la legislación colombiana en las diferentes áreas del 

derecho a partir la Constitución Política de 1991, si bien encontró en sus múltiples aciertos la 

consolidación de un nuevo tipo societario con la expedición de la ley 1258 de 2008, con esto se 

pretendía brindar garantías para las personas quienes buscaran consolidar nuevas empresas, 

facilitando el ejercicio de actividades económicas en el mercado nacional e internacional 

asimilando factores de otros modelos de sociedades impulsado por lo establecido en el artículo 

38 superior.  

Cabe resaltar que esta ley tuvo como base anteriores normas que conducían a la 

modificación del derecho societario, así como a la creación de nuevos tipos societarios, tal es el 

caso de la ley 222 de 1995. Al respecto, Reyes (2010) sostiene que: 

La ley 222 de 1995 es un antecedente importante de las SAS, pues en ella se incluyó el 

novedoso régimen de la empresa unipersonal de responsabilidad limitad. 

Posteriormente, dentro de la ley relativa a la cultura del emprendimiento (Ley 1014 de 

2006) se introdujo el primer sistema colombiano de sociedades unipersonales, cuya 

derogatoria parcial se produjo, precisamente, por medio del artículo 46 de la ley 1258 de 

2008. 

Según acaba de afirmarse, la ley 222 de 1995 permitió que se iniciara un 

proceso de modernización del Derecho Societario colombiano. En particular, la 

introducción en el sistema local de la empresa unipersonal de responsabilidad limitada 

constituyó un avance significativo en la concepción de las formas empresariales. (p.45) 
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Por lo anterior se puede entender que el Poder Legislativo procuro por generar un 

marco jurídico amplio en cuanto al ejercicio de actividades mercantiles como otorgar los 

beneficios que ostentan las sociedades unipersonales, es decir, microempresas que 

representaban la pauta para la innovación del derecho societario contemporáneo con prácticas 

como libertades a nivel contractual desde la organización y la autodeterminación del 

funcionamiento administrativo de la sociedad (Arcila, 2009). En efecto, la ley 1258 de 2008 fue 

el resultado de la tendencia del derecho mercantil y el societario en la continua búsqueda de 

métodos económicos que ofrezcan un desarrollo sostenible partiendo del principio de la 

autonomía privada blindada por un marco jurídico que permita la celebración de actividades 

comerciales sin limitantes que obstruyan el flujo constante de las mismas (Baena, 2009). 

En este orden de ideas, la creación de las sociedades por acciones simplificada permitió 

la formalización de diferentes tipos de empresas con el fin de la regulación de grupos 

empresariales que podían aportar en el desarrollo económico con el ejercicio de sus 

actividades, con ello se precisó un tipo social mixto, pero con características propias que se 

adaptara al orden jurídico colombiano, sin que representara una libertad desequilibrada del 

funcionamiento de la sociedad respecto a las de otros tipos, para (De Grieff et al, 2018) el 

Estado debe imponer un estudio frente a las acciones que ejercer, es decir, un control formal 

sobre la puesta en marcha de su economía para mantener claros limites respecto a las 

facultades de las cuales gozan las S.A.S.  

Así, se establece desde el artículo 1 al 3 de la ley 1258 de 2008, las exigencias para la 

constitución de la S.A.S. como primer requisito que en esencia ofrece un panorama de 

flexibilidad debido a que no exige un número mínimo de socios, tan solo uno o varias personas 

sean naturales o jurídicas podrán constituir dicha empresa ofreciendo la posibilidad de 

consolidar una sociedad unipersonal. Dichos socios solo se harán responsables como máximo 

al monto de sus aportes señalando una excepción en el artículo 42 de la misma norma, este 
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aspecto la identifica como una sociedad con naturaleza de capital con funciones 

específicamente comerciales, siendo necesario su registro en las Cámaras de Comercio. 

En cuanto a la constitución de este tipo societario el artículo 5 establece los requisitos 

formales para el acta de constitución de la empresa con la que se realizará el registro en la 

Cámara de Comercio correspondiente, con la cual se definen aspectos fundamentales como la 

identificación de los accionistas, domicilio de la empresa, su razón y objeto social, el termino de 

duración de la misma, al igual que la descripción del capital con el que se pretende conformar 

esta sociedad, permitiendo que el acta sea realizada a través de documento tanto público como 

privado. A partir del momento en que se registre se constituye formalmente la S.A.S. pues 

hasta tanto no se cumpla con dicho requisito será entendido como una Sociedad de hecho en 

lo parámetros del artículo 7 de la mencionada ley debido a que este registro es la prueba de su 

existencia legal. 

Por su parte, lo referente a la suscripción y pago del capital en las S.A.S. no se 

establecen requisitos estrictos ya que la regulación se apoya en lo dispuesto para las 

sociedades anónimas, salvo lo expuesto en el artículo 5 de la ley objeto de estudio que dispone 

de un plazo máximo de 2 años para el pago de las acciones. Además, este articulo ofrece la 

posibilidad para que los socios definan a través de sus estatutos el margen de los porcentajes 

para los aportes del capital de la empresa, permitiendo el control de las mismas por parte de un 

grupo de accionistas según lo definan de común acuerdo o por lo dispuesto en los estatutos.  

En relación a la clasificación de las acciones, el artículo 10 dispone que se podrán emitir 

acciones de tipo: en primer lugar, las privilegiadas, luego, las acciones con dividendo 

preferencial y sin derecho a voto, también, las acciones con dividendo fijo anual y finalmente, 

acciones de pago. Las mencionadas ser regidas por las normas legales previstas para este tipo 

de acciones respectivamente, cabe resaltar que dichas acciones no podrán ser negociadas en 

la bolsa de valores como se ha mencionado anteriormente. 
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Frente a la responsabilidad de los accionistas la ley establece claramente, aunque de 

manera breve que ellos, sin importar su naturaleza responderán exclusivamente hasta el monto 

de sus aportes correspondientes. Indicando de manera específica la separación entre los 

accionistas y su capacidad como personas naturales ajenas a la sociedad, por tal razón no 

están en obligación de responder por otras obligaciones de naturaleza laboral o tributaria 

ocasionada por la sociedad. Para Maldonado (2016) en lo que respecta lo dispuesto por el 

artículo 42 de la ley 1258 de 2008, este activa su aplicación bajo condiciones muy específicas, 

por ejemplo, cuando por acción directa de la sociedad se genere un fraude o perjuicio a 

terceros. Entendiéndola como una excepción a los dispuesto en el artículo primero de la ley 

mencionada frente a la no responsabilidad por las obligaciones laborales que se causen por 

parte de la S.A.S. 

Con respecto al capítulo IV de la ley 1258 de 2008, dispone desde el artículo 17 al 28 

los parámetros para la organización social, en primer lugar, se describe que la misma se guiara 

por lo establecido en los estatutos los cuales permiten la determinación por mutuo acuerdo de 

los socios sin embargo se estipula la necesidad de crear una asamblea general cuando sea 

necesario y bajo los términos de los artículos 419 y 420 del Código de Comercio indicando las 

funciones de la misma asamblea. Lo manifestado por el artículo 18 de la ley referenciada 

dispone que en lo referente a la realización de las asambleas de los accionistas se celebrará en 

el domicilio principal de la empresa, en caso de que se lleve a cabo de dicho lugar se 

garantizara el quorum del que se habla en los artículos 20 y 22 de la ley objeto de estudio que 

se profundizará posteriormente. Es importante  resaltar que según esta norma en su artículo 25 

no representa una obligación para sus socios la conformación de una junta directiva siempre 

que los estatutos no estipulen lo contrario y todas las funciones que describe el Código de 

Comercio para dicho ente recaen sobre el representante legal que será asignado por parte de 

la asamblea general de socios. 
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Por lo demás, en cuanto a los aspectos administrativos dentro de la sociedad, en 

particular a la disposición de los cargos que desempeñan las funciones de representación legal 

y administrativa, según el artículo 26 de la ley 1258 dicha actividad estará a cargo de una 

persona natural o jurídica que será asignado según los estatutos, incluso el mismo podrá ser 

elegido directamente por la asamblea, asumiendo la totalidad del cargo y sus funciones pero en 

caso de que no especifiquen términos al respecto, las facultades del representante ostentan 

una calidad amplia frente a la totalidad de actos como contratos y demás, siempre que tengan 

relación con el objeto social de la empresa. A su vez, el artículo 27 determina que la 

responsabilidad que asumen los administradores, se remite a lo establecido en la ley 222 de 

1995 sin plantear algo diferente a lo dispuesto allí, por tal motivo también les serán aplicados al 

representante legal la determinación de la responsabilidad que se ocasione, incluyendo a la 

junta directiva y demás cargos administrativos en caso de que estén en funcionamiento. 

Ahora bien, en lo correspondiente al revisor fiscal según lo expone el artículo 28, este 

cargo no se entiende como una exigencia para la presente ley, pero en caso de que se ocupe 

el cargo la persona que haga sus veces deberá ser un contador público titulado y goce de 

tarjeta profesional vigente. Al respecto, Jaramillo & Correa (2010) exponen que la posición que 

manifiesta la Superintendencia de Sociedades a través del Oficio 220-039060 del 11 de febrero 

de 2009, para las S.A.S. no será exigido la disposición del cargo como revisor fiscal debido a 

que la posición de la normatividad es clara, no se establece de manera expresa la 

obligatoriedad de disponer de dicho cargo. 

Por último, lo dispuesto para la disolución y liquidación de la sociedad el artículo 34 

expone las causales para emprender dicho proceso, entre los cuales se encuentran las 

siguientes: En primer lugar, el vencimiento del termino de duración de la empresa que se 

estableció en los estatutos, salvo sea prorrogado dicho termino. Segundo, por la imposibilidad 

por parte de la empresa el desarrollo idóneo de las actividades comerciales que expone el 
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objeto social registrado de la sociedad. Tercero, por el inicio del trámite formal de liquidación 

judicial o por cualquier causa que se exponga en los estatutos e incluso por decisión optada por 

la asamblea general de socios o del accionista único, también en caso de reportarse pérdidas 

que representen la pérdida del patrimonio neto de la sociedad, quedando por debajo del 50 por 

ciento del capital suscrito al momento de la constitución de la sociedad. 

En síntesis, los estudios de la normatividad referente a las sociedades por Acciones 

Simplificadas gozan de características que representan un modelo societario dinámico y 

adaptado a las tendencias contemporáneas, ofreciendo un margen amplio para realizar 

actividades afines a su naturaleza comercial. Por tal motivo, para Cuberos (2012) este modelo 

de sociedad pretende un desarrollo libre de dichas actividades, brindando un principio de 

autonomía que favorezca la celebración de las actividades mercantiles aportando el 

crecimiento de la economía a nivel local e internacional.  

Celebración de las Asambleas Generales o Juntas de Socios 

La normatividad frente a la realización de las asambleas les ofrece facilidades al igual 

que en el ámbito gerencial con el fin de marcar un ritmo competitivo ante las tendencias 

económicas que se desarrollaban a nivel internacional. Si bien, las asambleas generales 

ordinarias de las sociedades por acciones simplificadas también son reguladas por el artículo 

181 del Código de Comercio; a diferencia del artículo 20 de la ley 1258 de 2008, el Código 

establece que las asambleas deberán realizarse mínimo una vez anualmente según defina los 

estatutos de cada sociedad, sin olvidar que será potestad de los directivos administrativos 

quienes decidan sobre la convocatoria para llevar a cabo reuniones extraordinarias, en cabeza 

del representante legal o revisor fiscal.  

Sin embargo, el artículo 18 de la ley 1258 del 2008 tal como se mencionó, describe los 

parámetros para las sociedades por acciones simplificadas lo correspondiente a las reuniones 
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de los órganos sociales, es decir, la asamblea general y junta directiva siempre que este 

conformada; para el tema objeto de estudio el artículo 19 de la ley referenciada permite la 

celebración de estas reuniones por comunicación simultánea y por consentimiento por escrito, 

soportado en lo dispuesto por el artículo 19 de la ley 222 de 1995 el cual permite la realización 

de juntas de socios o asambleas de accionistas por otros medios, siempre que se pueda 

garantizar la deliberación de cada socio participante, con ello se garantiza el derecho de los 

socios en su totalidad. A su vez, esta norma abre el panorama para el uso de las herramientas 

digitales aplicado a las asambleas generales, siempre que se respeten los parámetros que 

exigen el cumplimiento del quorum en dichas reuniones como se ha mencionado. 

En relación con este tema, los parámetros establecidos frente a la asistencia mayoritaria 

de los socios para la realización de las asambleas, es decir, el quórum deliberatorio que 

representa un requisito para que las decisiones de los accionistas tengan plena validez, cabe 

resaltar que dicho requisito se debe cumplir cuando las reuniones se realicen tanto en el 

domicilio principal de la sociedad como en otro escenario, tal como lo indica el artículo 20 y 22 

de la ley 1258 de 2008. Según Arcila (2009) este marco pretende reforzar los derechos de los 

societarios impulsando la participación de la totalidad de los socios de la empresa con el fin de 

otorgarle un fuero legal a la decisión que resulte de la celebración de la asamblea. De acuerdo 

con este orden de ideas, Sendoya y Díaz (2011) afirma que el Quórum deliberatorio es 

establecido no solo en los estatutos societarios sino por la legislación del Código de Comercio 

en su artículo 186, cuyo margen logra un control de legalidad interior de la asamblea para ser 

registrado en las actas de la entidad. 

Además, el artículo 20 de la ley 1258 de 2008 define que, para la convocatoria de la 

asamblea, la misma debe ser realizada por parte del representante legal a través de 

comunicación escrita a la totalidad de los accionistas con un término mínimo de 5 días hábiles 

previos a la fecha en que se llevara a cabo la reunión. En la citación correspondiente deberá 
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describirse los aspectos a tratar como la orden del día, así como el lugar donde se habrá de 

realizar dicha reunión. Por lo anterior se entiende que el cumplimiento de dichos parámetros en 

el proceso de citación para la asamblea general puede generar la validez o no de la misma, 

reconociendo tal como lo expone el artículo 21 de la norma mencionada, cada socio dispone de 

la facultad para renunciar a la convocatoria a través de un documento formal dirigido al 

representante legal, así como la posibilidad de ejercer el derecho de inspección frente a los 

libros contables que vayan a ser objeto a tratar en la reunión. 

Ahora bien, se debe definir los parámetros que se integran al momento de realizar una 

asamblea general con el cumplimiento del Quórum, particularmente en los casos en que se 

realice por medio de comunicación simultánea debido a la exigencia expresada para alcanzar 

la mayoría de los socios, como mínimo la mitad más uno de los accionistas registrados, tal 

como lo impone el artículo 22 de la ley 1258 de 2008. Esto puede representar un aspecto 

fundamental en las disposiciones mínimas para el control de legalidad que se busca alcanzar 

las decisiones tomadas por parte de los socios accionarios. 

Por lo anterior, se puede englobar afirmando que la normatividad del derecho comercial 

colombiano pretende que, al momento de convocarse a la celebración de la asamblea general, 

ya sea en el domicilio de la empresa o por medio de comunicación simultánea, se procura por 

garantizar el derecho de participación de los socios accionistas cuando la misma constituya el 

quórum deliberatorio, con el fin de no vulnerar los derechos para aquellos miembros de la 

sociedad que no ejerzan su  participación en la asamblea, pues la configuración del Quórum 

actúa como un requisito de validez de las convocatorias en los casos que se realicen de 

manera no presencial. 
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Aplicación de Herramientas Digitales en la Celebración de Asambleas Generales No 

Presenciales o Mixtas de las Sociedades por Acciones Simplificadas 

Por lo expresado en los acápites anteriores, se ha entendido que el marco normativo 

colombiano propone un régimen para los diferentes tipos societarios considerando sus 

características de constitución y funcionamiento. En este sentido, la legislación comercial exige 

la participación de todos los socios, en su defecto la mayoría para la celebración de las 

asambleas generales, entendiendo que el marco legal contempla, ante todo, el cumplimiento de 

los requisitos formales para los casos particulares que no se ajustan a las prácticas cotidianas 

como es el caso del uso de las herramientas digitales para la celebración de asambleas 

generales. En este orden de ideas, Ricoy et al. (2010) afirman que “el uso oportuno de las 

herramientas virtuales constituye un principio de innovación, de acceso al conocimiento y al 

desarrollo profesional a lo largo de la vida”. (p. 4) 

Es evidencia de ello, lo establecido en el artículo 9 de la ley 222 de 1995 que fue 

modificado por el artículo 148 del Decreto ley 019 de 2012, el propósito de esta actualización 

normativa implica que las convocatorias buscan abarcar el total sino la mayoría de los socios 

que integran la empresa con el fin de brindar solidez a la deliberación que dé como resultado la 

celebración de la reunión. Pero con esta postura, se observa la búsqueda de garantizar el 

quórum necesario para que dicha decisión cause efectos jurídicos, ante esto la aplicación de 

herramientas digitales que permitan la participación de los socios en la asamblea encaminando 

hacia el cumplimiento del marco normativo. 

Como producto de los avances sociales, tecnológicos y económicos el mundo 

contemporáneo alcanza un nivel de exigencia cada vez mayor, debido a los altos niveles de 

efectividad en los mecanismos para la realización de diversas actividades que el mundo digital 

ofrece. Ricoy et al. (2010) realizan un análisis sobre la utilización de las herramientas digitales, 

afirmando que esta dinámica manifiesta un enorme potencial debido a que facilita factores 
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como el acceso y transmisión de información, del mismo modo la comunicación inmediata por 

medio de sistemas informáticos, sin dejar de lado la posibilidad de generar la brecha 

tecnológica que surge por la desigualdad social representando su mayor inconveniente dentro 

del mundo globalizado. Este fenómeno ha llevado en particular a las empresas a buscar 

alternativas al momento de realizar las funciones propias de la naturaleza comercial y 

administrativa, entre ella es el caso de la celebración de las asambleas generales, pues con el 

uso de las herramientas digitales se brinda una solución que está amparada por las 

disposiciones que la norma ofrece en los parámetros por el 19 de la ley 222 de 1995 y su 

equivalente de la ley 1258 de 2008 como se ha señalado anteriormente. 

En tal sentido, el uso de las herramientas digitales ofrece la mejor respuesta para llevar 

a cabo las actividades a fines con sus competencias, de esta forma, se invoca la aplicación de 

la prerrogativa que la ley otorga a las sociedades para la realización de estas asambleas de 

forma no presencial confiriendo de esta manera mayor flexibilidad para la celebración de 

reuniones virtuales que es el resultado de las nuevas dinámicas que propone la explotación del 

recurso tecnológico. Ante esto, se puede observar que la tendencia que se menciona trae 

consigo la digitalización de procesos que antes representaban el desgaste del talento humano 

principalmente en lo administrativo o gerencial ya que el siglo XXI ha sido un sinónimo del 

mundo globalizado y tecnológico como alternativa a las necesidades que se observan 

actualmente (Moreno, 2020). 

Hasta ahora se puede observar la posibilidad que ofrece el marco normativo colombiano 

desde el derecho comercial para la aplicación de las herramientas digitales para la celebración 

de las asambleas de socios, ya que con la destinación de la virtualidad se pretende modificar 

las prácticas tradicionales de realizar las reuniones de los accionistas en el domicilio de la 

empresa o según se disponga dentro de los parámetros estatutarios y de la ley, como evidencia 

de lo afirmando anteriormente se contempla lo dispuesto por el Decreto 398 del 13 de marzo de 
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2020, a través de este se adicionó el capítulo 16 del título 1 de la parte 2 del libro 2 del Decreto 

1074 de 2015 en su artículo 2.2.1.16.1, la norma referenciada toma relevancia debido a que la 

misma permite el uso de las herramientas digitales, es decir, la práctica de reuniones virtuales 

de accionistas con la exigencia del porcentaje de miembros con los cuales se pueda constituir 

un quórum deliberatorio en los parámetros que los estatutos o el Código de Comercio definan, 

recayendo en cabeza del representante legal velar que dicho requisito sea cumplido dejando 

constancia en el acta de la asamblea, no solo de la determinación del número de accionistas 

convocados y el mismo de quienes hayan asistido de manera virtual, también la verificación de 

la identificación de los participantes por los medios digitales. Paralelamente, la promulgación 

del Decreto 398 de 2020 del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo se procuró 

reglamentar como mínimo el desarrollo de las reuniones no presenciales de las asambleas 

generales de las sociedades comerciales, en respuesta a la emergencia sanitaria presentada lo 

que no deja de lado optar por el uso de herramientas digitales para estos casos como 

respuesta eficaz ante la necesidad de comunicación.   

Adicionalmente, la Superintendencia de Sociedades procuró ofrecer claridades 

amparando la destinación de las herramientas virtuales para la celebración de asambleas 

generales como una alternativa de comunicación durante las reuniones a través de la circular 

externa 100-00002 emitida el 17 de marzo de 2020, con ella se exige al representante legal 

verificar que el número de asistentes a la reunión cumpla con el quórum durante el transcurso 

de la misma y de la misma forma se registre este indique en el acta de la reunión para que 

pueda gozar de legitimidad. 

En este orden de ideas, el requisito del quórum deliberatorio como el indicativo de 

validez para la celebración de la asamblea general de las sociedades comerciales representa, 

no solo una carga para el representante legal dentro de sus funciones, también es el aspecto 

que se debe fortalecer en la aplicación de las herramientas digitales en este ámbito, con el fin 
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de garantizar su efectividad y garantizar los derechos de los accionistas en las eventualidades 

de errores de conexión pues la viabilidad de la virtualidad de estas reuniones representa el 

ahorro de tiempo en el traslado de cada uno de los socios para la asistencia de la asamblea.  

Finalmente, se entiende que la normatividad colombiana considera dentro de sus 

parámetros el uso de herramientas tecnológicas para aportar facilidades en la celebración de 

las asambleas generales con el fin de ser llevadas a cabo de manera no presencial o mixta 

según sea acordado por los socios, siempre que los estatutos lo autoricen sin que con ello se 

vulneren garantías a los accionistas de la empresa con el fin de aportar un margen amplio de 

alternativas como el mundo contemporáneo ofrece con la idea fundamental de promover la 

participación efectiva de cada miembro societario, continuando con este paso para la continua 

evolución del derecho en respuesta a las necesidades de la sociedad cada vez más inclinada 

hacia el mundo digital.  

Conclusión 

La evolución de la sociedad ha sido influenciada por el proceso que ha llevado la 

economía a través de las primeras figuras de sociedades que colaboraban entre sí para 

sobrevivir, prosperar y avanzar como grupo. Con ello se dio la base para la creación del 

derecho comercial que pretende regular las actividades económicas que se manifiestan por 

parte del ser humano, procurando por responder al margen de las tendencias que la sociedad y 

la economía han marcado, enfocándose en las practicas que repercutan en ámbitos dentro del 

ejercicio de actividades que promueven el desarrollo socioeconómico, ante esto la legislación 

de un país actúa como un reflejo que pretende crear un marco normativo para prevenir el 

abuso de los fenómenos que se observan sin que esto impida el desarrollo de la economía.  

Como evidencia de ello, han surgido diferentes figuras dentro del derecho mercantil, 

como las sociedades comerciales con las que se pretende ejercer una actividad económica que 
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pretende el intercambio de bienes y servicios por parte de un grupo de individuos con el interés 

de obtener una ganancia pecuniaria, un resultado del modelo capitalista que se practica en las 

sociedades occidentales desde el siglo XIV. A partir de este punto, las figuras que han tenido 

lugar dentro del derecho comercial se han adaptado a nuevos métodos para ofrecer un nivel de 

eficacia de acumulación de capital. Por lo tanto, los tipos societarios surgen como la unión de 

esfuerzos de un grupo de personas con el fin de llevar a cabo un modelo comercial, inventando 

diferentes tipos que en ocasiones comparten características en su funcionamiento o 

constitución por su origen o la adaptación a través del tiempo, como es el caso de las 

sociedades anónimas, las de responsabilidad limitada o las acciones por acciones 

simplificadas.   

  De esta manera, las empresas se ven en la obligación de buscar nuevos métodos que 

ofrezcan un porcentaje de eficacia en la realización de sus actividades comerciales, de esta 

forma se promueve el desarrollo de la sociedad desde el impulso del ámbito económico. Como 

se ha mencionado, el marco normativo de las sociedades anónimas simplificadas permite la 

práctica comercial con libertades comparables con otros tipos societarios con el fin de estimular 

el crecimiento económico de la sociedad, esto implica un objeto de estudio al ser necesario 

comprender la dinámica en la que esta sociedad se adapta a las exigencias del mundo 

contemporáneo considerando que este tipo societario representó una revolución en las 

legislaciones en las que ha sido promulgado, significando un aumento en la creación de 

empresas con estas características, como es el caso de Colombia. 

Para el caso de estudio del presente artículo, el estudio del marco legislativo colombiano ofrece 

ciertas figuras que abren la posibilidad de usar de las herramientas tecnológicas para la 

celebración de las asambleas de las sociedades comerciales con el objeto de ofrecer una 

alternativa para el funcionamiento gerencial y administrativo en medio de su funcionamiento 

ante la disposición que presenta el mundo contemporáneo en la explotación de nuevos ámbitos 
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digitales que proporcionan herramientas para facilitar tareas cotidianas, por tal motivo, la 

apertura a este mundo jurídico-digital representa en la evolución misma del derecho societario 

con el fin de establecer un comportamiento estándar para las practicas que se lleguen a 

presentar en pro de sostener crecimiento económico que impulsa la actividad comercial, 

siempre que este fenómeno garantice los derechos de los individuos, así como de las 

sociedades comerciales. 

 En este orden de ideas, el proceso de adaptación a la revolución tecnología no 

comenzó con la promulgación de la ley 1258 de 2008, debido a que su antecedente directo es 

la ley 222 de 1995, con esta norma se emprendió concretamente la apertura del proceso de 

adaptación a nuevas prácticas alejadas del ámbito tradicional en el que se desarrollaban las 

sociedades por acciones simplificadas, específicamente con la celebración de asambleas 

generales por medios de comunicación simultánea con ello se expone tácitamente la 

probabilidad de realizar reuniones de carácter no presencial o mixto, lo que prevé la protección 

de los derechos de los socios a accionistas. 

Ahora bien, la efectividad de esta práctica está sujeta al cumplimiento de la prerrogativa 

del quórum deliberatorio, debido a que las manifestaciones legislativas y ejecutivas, disponen 

de esta figura jurídica como un mecanismo para otorgar validez al proceso de reunión virtual 

debido a que el primer objetivo que se pretende garantizar es la participación de la totalidad o 

la mayoría de los socios, con lo cual pueda demostrarse que esta es una alternativa efectiva a 

la costumbre de la celebración de las asambleas de manera presencial. Entonces, no se 

pretende proponer la aplicación de una legislación que limite dicha práctica o establecer 

controles excesivos que entorpezcan el funcionamiento natural de este fenómeno que termine 

por volverlo completamente impráctico.    

Actualmente, la carga de la verificación del cumplimiento del quórum al momento de la 

celebración de la asamblea general está en cabeza del representante legal, quien previamente 
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realizó el proceso de convocatoria para llevar a cabo esta reunión de socios, esto también 

representa una dependencia exclusiva de dicha figura debido a que es quien regularmente se 

encarga del registro de los asistentes al acta de la asamblea, pero que con la ley 222 de 1995 y 

ley 1258 de 2008 se debe aclarar en dicho documento los casos en que se realice la 

participación del accionista por un medio de comunicación simultánea, es decir, de manera no 

presencial o mixta siendo posible gracias a la implementación de una herramienta tecnológica, 

recalcando que lo anterior no pueda afectar a uno o varios socios accionistas de la S.A.S. por 

llevar a cabo por dichos medios la reunión. 

En síntesis, se puede observar que en caso de promulgar una legislación estricta frente 

al tema objeto de estudio, representara directamente la limitación de dicha práctica, afectado la 

libertad comercial y administrativa que ostentan las sociedades por acciones simplificadas 

otorgada por la ley 1258 de 2008, pues mientras no exista una reglamentación explicita frente 

al tema concreto esta figura evolucionará por si misma, dinamizándose con el propósito de 

demostrar resultados eficaces en el proceso de implementación de herramientas digitales de 

todo tipo en diversos ámbitos en los que las actividades de la sociedad lo permitan, claramente 

sin que ello pueda generar que por cualquier razón la vulneración de los derechos de los socios 

o no se ofrezca la base suficiente para el desarrollo económico que impulsan este tipo de 

sociedad, estando abiertos a los cambios que traen la aplicación de nuevas tecnologías al 

ámbito practico de la economía y los negocios mercantiles. 
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